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TRANSPARENCIA: LA HORA DE LA VERDAD

POR EMILIO
GUICHOT

«El momento es ahora y en esta
ley; el riesgo, en caso contrario, es
el de frustrar tras décadas de
espera los objetivos de una ley por
lo demas apreciable con un 6rgano
endeble y carente de auténtica
independencia y, por ende, de
credibilidad»

L Gobierno present6 el 23 de mar-
zo el anteproyecto de Ley de
Transparencia. Ha tenido que dar-
sela tormenta perfecta (crisis poli-
tica, institucional, financiera, es-
candalos de corrupcion, activis-
mo de grupos sociales, periodistas, académi-

- cos, ONG...) para que los partidos politicos ha-

yan incorporado la transparencia a su agenda
de forma decidida. Parece llegada la horadela
verdad en materia de transparencia.

El Gobierno ha tenido la feliz iniciativa de some-
terloa consulta piblica (www.leydetransparencia.
gob.es). En ese mismo espiritu de andlisis y pro-
puesta, haré un balance basado en la comparacién
de experiencias mundiales (es la ventaja de llegar
delos tiltimos). Estamos en un momento en que el
esfuerzo de todos puede llevarnos a crear el marco
juridicoidéneo. Desdeluego, nobastaunaleypara
crearuna culturadelatransparenciay paraerradi-
carla corrupcién, pero es un primer paso esencial.

Unaley del siglo XXI tiene que prever la divulga-
cién en internet de toda aquella informacién que
permita a los ciudadanos participar, controlar y
con ello contribuir a una mejor gestién publica.
Buena parte de esta informacién ya es objeto de
publicidad oficial; se trata, ahora, de ampliar las
materiasy el alcance de dicha informacién, centra-
lizarlay ponerla en formatos que permitan su facil
localizacién. El anteproyecto va en labuena direc-
cién. Establece un criterio general de publicacién
periédicayactualizada delainformacién masrele-
vante, pero ademads afiade un listado de informa-
ci6n que en todo caso debe ser divulgada, que in-
cluye informacién institucional, organizativay de
planificacién; informacién de relevancia juridica
(con la importante novedad de publicacién de los
anteproyectos de ley y proyectos de reglamentos
—en este caso, con unalimitacién respectoaquela
publicacién se haga una vez emitidos los dictdme-
nes preceptivos de 6rganos consultivos, que pue-
de hacer la publicacién solo testimonial— y de las
memorias u otros documentos para su elabora-
ci6n); yun listado de actos de gestién administrati-
va con repercusién econémica y presupuestaria:
contratos, convenios, subvenciones y ayudas pu-
blicas, presupuestos, retribuciones y actividades
privadas de directivos ptiblicos o estadistica, res-
pecto de los que se prevé la publicidad detalladay
actualizada. Es destacable, sin embargo, la omi-
sién de la informacién sobre la agenda de los res-
ponsables politicos, que resulta fundamental para

conocer las posibles influencias y prevenir ca-
sos de corrupcién. En el caso de la Administra-
cién General del Estado se prevé la centraliza-
cién de toda la informaci6n en un Portal de la
Transparencia, que incluird también otra infor-
macion cuyo acceso se solicite con mayor fre-
cuencia. Les queda el reto a las comunidades
auténomas y entidades locales de asumir este
modelo, y a todos ellos de profundizarlo.

Respectoala publicidad previa solicitud del ciu-
dadano, laleyreconoce el derechodeaccesoalain-
formacién a todas las personas, sin necesidad de
motivarlasolicitud. Setratade un derecho que tie-
ne limites para la salvaguarda de otros bienes pui-
blicos y privados. El anteproyecto los aborda dis-
tinguiendo dos categorias de limitaciones, unas
absolutas y otras relativas sometidas a pondera-
ci6n. Enambos casos se echa en falta un dltimo ele-
mento de flexibilidad que permita conceder el ac-
ceso en casos de especial relevancia del conoci-
miento ptiblico de la informacién. Ha de acogerse
muy positivamente la regulacién de las relaciones
entre transparencia y proteccion de datos, basada
enlaprevalenciadelareservacuando estdn enjue-
godatos intimosydela publicidad cuando se trata
de datos relacionados con la organizacién, el fun-
cionamiento o el gasto priblicos. En el resto de los
casos, se prevé la ponderacién entre los derechos
afectados. Igualmente acertadas son la previsién
de la motivacién voluntaria de la solicitud y la de
un breve plazo para que los terceros afectados, si
los hay, puedan hacer alegaciones, lo que contribu-
ye a una mejor ponderacién.

" En cuanto al procedimiento, se opta por un
plazo de un mes, que se mueve dentro de lorazo-
nable. En caso de no resolucion, se establece la
desestimacién de la solicitud, lo que ya ha cose-
chado algunas criticas absolutamente inmereci-
das, ya que es lo tinico razonable y la solucién
unénime en las leyes de los demads paises (¢aca-
so estariamos dispuestos a que se conociera por
el mero transcurso del plazo para resolver nues-
tro historial clinico o el operativo de la Guardia
Civil ante unainminente operacién contralade-
lincuencia organizada?). Cosa distinta es que
ante el silencio quepa recurrir (que para eso exis-
te esaficcién juridica, parano abocar a una espe-
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ra sin limite) y exigir responsabilidad politica y
disciplinaria.

Tan importante como esta trama juridica es el
establecimiento de mecanismos organizativos
que garanticen la eficacia del derecho: una buena
regulacién y préctica de la gestién de la informa-
ci6n, formacién de las autoridades y funcionarios
competentes, guias ciudadanas que permitan a
los ciudadanos el entendimiento del alcance del
derecho, etcétera. Para la Administracién General
del Estado, el anteproyecto crea Unidades de Infor-
macién, dejando al resto de administraciones li-
bertad organizativa.

inalmente, una de las grandes claves que

marcari el éxito o el fracaso de laley sera

la existencia de una institucién indepen-

diente que haga «pedagogia dela transpa-
rencia» y dé una respuesta gratuita, rapida y efi-
cazalasreclamaciones delos ciudadanos. La expe-
riencia comparada demuestra su necesidad, lain-
eficacia de confiar exclusivamente esta tarea alos
6rganos judiciales y la existencia de dos modelos
principales: una institucién dedicada solo a la
transparencia o la unificacién de las competen-
cias sobre transparencia y proteccién de datos en
una institucién tnica; y la segunda cuenta con la
ventaja de facilitar una interpretacién uniforme
de ambos bloques normativos, pero con el riesgo
de conducir a una prevalencia de la privacidad, en
el casode quelainstitucién haya nacidoconesalé-
gica inicial, como seria nuestro caso. El Gobierno
ha optado por la primera solucién, si bien debe de
haber estimado improcedente crear un nuevo or-
ganismo, en tiempos de recortesy supresién de or-
ganismos, por lo que ha atribuido esta funcién a
una agencia ya existente, ahora renombrada
como Agencia Estatal de Transparencia, Evalua-
cién de las Politicas Publicas y de la Calidad de los
Servicios.

El problema estriba en que en su configuracion
actual esta institucién no retine los requisitos de
independencia necesarios, pues, por muchoquela
designacién gubernamental de su presidente sea
susceptible de veto por mayoriaabsoluta en el Con-
greso, puede ser destituido libremente por el Go-
bierno, y su 6rgano de gobierno es un Consejo rec-
tor de representacién ministerial mayoritaria.
Con esta configuracién, Espaiia se situaria fuera
delmodelo de autoridadesindependientes. Cierta-
mente, el anteproyecto prevéla modificacién futu-
ra por el Gobierno del Estatuto de la Agencia, pero
soloparaadaptarloa susnuevas funciones. Enrea-
lidad, habria que refundarla, y hacerlo mediante
ley para evitar precisamente que el Gobierno pue-
da modificar dicha regulacién. Otorgarle, de esta
forma, el mismo rango que ala Agencia de Protec-
cién de Datos, con la que debera entenderse y en
no pocas ocasiones colisionar. Elmomento esaho-
rayen estaley; el riesgo, en caso contrario, es el de
frustrar tras décadas de espera los objetivos de
una ley por lo demaés apreciable con un érgano en-
debley carente de auténtica independenciay, por
ende, de credibilidad.
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